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Tradicionalmente el trabajador de la pequeña y mediana empresa española ha sido el gran olvidado de la llamada previsión social complementaria. Las dificultades que una Pyme encuentra en su camino para la puesta en marcha de un sistema que complemente la pensión pública de sus empleados son muchas, y representan, en definitiva, un alto muro al que la gran mayoría de ellas se niega a asomarse.

Dificultades intrínsecas al propio carácter de una Pyme, como es el hecho de la gran facilidad con que aparecen y desaparecen empresas, la escasez de partícipes, la preocupación casi exclusiva por el desarrollo del día a día o, por ejemplo, el elevado coste económico que supone para cualquiera de ellas el promover un sistema de estas características. Dificultades técnicas, surgidas de todas las normativas y preceptos que deben cumplir, así como de agentes implicados, que en definitiva llevan a las pequeñas y medianas empresas a considerar la previsión social complementaria tan compleja en su definición e implantación que las hace desistir de su puesta en marcha. Sin olvidar que como dificultad añadida, el trabajador de una Pyme encuentra, en general, una menor estabilidad en su empleo que cualquier otro empleado.

Esta ausencia de una cultura de cobertura respecto al complemento por retiro del trabajador de la Pyme configura una importante desventaja comparativa de éste respecto al empleado de grandes corporaciones, como por ejemplo, de la banca o las eléctricas, y sobre todo de las empresas herederas de monopolios públicos, que disfrutaron –y siguen haciéndolo- de las ventajas derivadas de los llamados ‘beneficios sociales’.

Sin embargo es reconocido que el modelo económico empresarial basado en las pequeñas y medianas empresas resulta de gran importancia para la economía de todos los países, y en particular, para la del nuestro, donde representan el 95% del censo empresarial y emplean a más del 64% del total de trabajadores. Es más, las Pymes son las que más empleo están creando en los últimos años, tanto en términos absolutos como relativos, aunque no siempre sea un empleo de calidad, como lo demuestra el hecho de que apenas un 1,1% de las mismas tiene un fondo de pensiones externo, lo que representa únicamente al 1,2% de los trabajadores.

Porque sin duda, un empleo de calidad exige en la actualidad, entre otras cosas, el ofertar unos adecuados sistemas de retribución que incluyan el concepto de salario diferido, que no es sino salario devengado en el momento actual pero pagadero en el momento de la jubilación. 

Esa parte del paquete retributivo que hasta ahora no ha sido ofertada por las Pymes a sus trabajadores –ni demandada por éstos- debe estar integrada en los sistemas de compensación total de estas empresas, buscando un alineamiento de carácter estratégico entre estos sistemas y los objetivos del negocio, unificando con ello el objetivo de la empresa con el del profesional-persona que presta sus servicios en la misma.

Se acabaron los tiempos de modelos paternalistas, tan comunes en nuestras pequeñas y medianas unidades productivas. Nos movemos hacia modelos de beneficio mutuo donde se buscan los perfiles adecuados que la empresa necesita para tener éxito, a cambio de unos sistemas de retribución que incorporan el salario diferido como lazo de unión más nítido entre la empresa y el profesional.

¿Responde alguno de los modelos hasta ahora diseñado a este planteamiento, y concretamente, ha sido alguno de ellos adaptado para la Pequeña y Mediana Empresa, con todas sus peculiaridades?

Sinceramente creemos que no. Pongamos como ejemplo el producto denominado ‘PYMEPENSIÓN’, un plan de pensiones de tipo asociado, promovido por la Confederación española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME). No viene a ser más que “un plan para empresarios hecho por empresarios” (eslogan publicitario del plan). Y ¿qué ocurre con el activo más importante de una empresa, su personal?

Incluso a niveles más generales, sin considerar el tamaño de la empresa, la experiencia nos demuestra que hasta ahora los esfuerzos de aseguradoras y sindicatos para diseñar productos apropiados para que las empresas contraten planes de pensiones o seguros de vida no han fructificado en nada positivo. Recordemos la experiencia de Caser al intentar una aproximación a los dos sindicatos mayoritarios, CCOO y UGT, para constituir una gestora de pensiones -similar a la que Argentaria tiene con esos sindicatos-, que ofertara planes de pensiones de empleo a las empresas con la ayuda de esas centrales sindicales. O, de otro lado, la negociación que Unespa mantuvo a principios del año 98 con los mismos sindicatos para diseñar un seguro de vida colectivo que contara con el beneplácito de los trabajadores para instrumentar los compromisos por pensiones de las empresas con sus empleados y así evitar que el sector asegurador quedara al margen de un negocio que mueve, y moverá en el futuro, cantidades muy importantes de dinero. En ambos casos, los resultados no han derivado en nuevos productos.

Creemos que la extensión de los sistemas de previsión social complementaria entre los miles de trabajadores que desarrollan su trabajo diariamente en las Pymes españolas, en base al modelo de beneficio mutuo anteriormente mencionado, exige unos planteamientos más arriesgados desde el punto de vista de las empresas, los trabajadores y el Estado. Hablamos de una realidad que se debe reflejar en la sociedad y en su necesidad de incrementar la capacidad de financiación de las pensiones.

Quizás el Reglamento de Exteriorización de pensiones (a punto de publicarse), que desarrolla la Disposición adicional primera sobre planes de pensiones del sistema de promoción conjunta –en su punto segundo, dedicado a empresas con menos de 250 trabajadores- camina más en esa línea, pero queda todavía muy lejos de llegar a ser una legislación eficaz para la extensión de los complementos por jubilación entre los trabajadores de las Pymes.  

Porque, y en definitiva, se trata de que los trabajadores puedan complementar sus pensiones públicas futuras –con perspectivas de reducirse por el alargamiento de la esperanza de vida y los cambios en la estructura de población- con los ahorros realizados durante su vida activa en la empresa, apuntalando así el ahorro a largo plazo en la conciencia de los españoles. 

